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			CAPÍTULO I

			
IMPUESTO SOBRE LA RENTA
DE LAS PERSONAS FÍSICAS

			LEONOR TORIBIO BERNÁRDEZ

			LUIS TORIBIO BERNÁRDEZ

			
I. REGULACIÓN

			La regulación del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (en adelante, IRPF), a nivel legal y reglamentario, se encuentra en:

			— Ley: Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio (en adelante, LIRPF).

			— Reglamento: Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (en adelante, RIRPF).

			
II. ÁMBITO DE APLICACIÓN

			El artículo 4 de la LIRPF delimita el ámbito espacial de aplicación del impuesto, estableciendo una regla general en su apartado primero:

			«El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se aplicará en todo el territorio español».

			Sin embargo, esta afirmación aparece matizada por el segundo apartado del precepto, que exceptúa a los Territorios Históricos del País Vasco y la Comunidad Foral de Navarra, como consecuencia de la potestad normativa en materia tributaria que conceden a ambas Comunidades Autónomas los regímenes tributarios forales de concierto y convenio que son de aplicación en las mismas. De acuerdo con el régimen foral, la recaudación, la gestión y la inspección de la mayor parte de los impuestos estatales corresponde a cada uno de los tres territorios del País Vasco y a la Comunidad Foral de Navarra. La recaudación de estos impuestos se realiza por dichos territorios y por su parte, la Comunidad Autónoma contribuye a la financiación de las cargas generales del Estado no asumidas, a través de una cantidad denominada «cupo» o «aportación».

			Otro aspecto a tener en cuenta son las especialidades que aparecen en la propia LIRPF y que se aplican en Ceuta, Melilla y Canarias. En general, se trata de beneficios fiscales que se reconocen a los contribuyentes residentes en dichos territorios y que se justifican por la particular situación de los mismos con respecto al territorio peninsular.

			Por otro lado, aunque el IRPF es un impuesto estatal, de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA) se encuentra parcialmente cedido a las Comunidades Autónomas. Esta cesión alcanza dos niveles: el de la recaudación del impuesto y el de las competencias normativas. Por un lado, se cede a las Comunidades Autónomas el 50 por 100 de la recaudación líquida efectivamente ingresada derivada de la parte de la deuda tributaria del impuesto cedida; y, por otro, se ceden también ciertas competencias normativas, en los términos que determina la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias. Por tanto, las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía deberán atender, además, a su normativa autonómica específica.

			Además de todo ello, debe tomarse en consideración lo dispuesto en los tratados y convenios internacionales que hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno, de conformidad con el artículo 96 de la Constitución Española.

			
III. NATURALEZA

			El artículo 1 LIRPF define el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas como «un tributo de carácter personal y directo que grava, según los principios de igualdad, generalidad y progresividad, la renta de las personas físicas de acuerdo con su naturaleza y sus circunstancias personales y familiares». A partir de esta definición podemos destacar las siguientes notas que integran la naturaleza de este impuesto:

			— Es un impuesto directo. El IRPF grava la renta obtenida por el contribuyente, la cual constituye un índice directo de la capacidad económica de aquel, permitiendo conocer de manera fiable la riqueza o capacidad económica real de su titular.

			— Es un impuesto personal. El elemento objetivo del hecho imponible se delimita haciendo referencia a la persona como centro de imputación del objeto gravado, la renta. El concepto material de renta que se quiere gravar, al no ser una renta aislada sino un conjunto de rentas obtenidas a lo largo de un período de tiempo y que se integran y compensan entre sí, es un concepto complejo que no puede ser concebido si no lo ponemos en conexión con el sujeto concreto que obtiene la renta. A diferencia de lo que ocurre en otro impuesto sobre la renta, el Impuesto sobre la Renta de no Residentes sin establecimiento permanente, que es un impuesto real, porque el concepto de renta que se quiere gravar es un concepto muy simple, cualquier renta percibida, con separación de otras rentas, con lo cual no es necesario hacer referencia a persona alguna para configurar el elemento objetivo o material del hecho imponible (en este otro impuesto hay aspectos de la persona que sí son decisivos, como ser no residente, pero ello forma parte del elemento subjetivo del hecho imponible, no del elemento objetivo). O a diferencia de lo que ocurre, por poner otro ejemplo, en el IVA (impuesto real), donde el elemento objetivo o material del hecho imponible es la entrega de un bien o la prestación de un servicio, operación que puede concebirse en sí misma sin la referencia a persona alguna (los datos personales que tienen importancia, como el ser o no empresario o profesional, forman parte del elemento subjetivo del hecho imponible del IVA, no del elemento objetivo).

			— Es, además, un impuesto subjetivo, en cuanto que se tienen en cuenta las circunstancias personales y familiares del contribuyente a la hora de calcular la cuota resultante del impuesto.

			— Es un impuesto periódico. En el IRPF, el hecho imponible (la obtención de renta por el contribuyente) se produce o se puede producir de forma continuada en el tiempo, sin que se considere perfeccionada la realización del hecho imponible cada vez que se obtiene una renta, sino que el hecho imponible va a consistir en la obtención de renta a lo largo de un período amplio, el período impositivo. A diferencia de lo que ocurre, por ejemplo, con el Impuesto sobre la Renta de no Residentes sin establecimiento permanente, que es un impuesto instantáneo, y se devenga un impuesto cada vez que se obtiene una renta o un ingreso concreto, sin que exista período impositivo. Asimismo, el IRPF, como impuesto periódico, se reproducirá cada período impositivo (por eso tenemos la campaña anual de declaración de la renta).

			— Es un impuesto progresivo, lo que implica que cuanto mayor sea el nivel de renta del contribuyente, mayor será también el porcentaje de tributación sobre aquella.

			
IV. HECHO IMPONIBLE

			De acuerdo con el artículo 6.1 LIRPF, constituye el hecho imponible del impuesto la obtención de renta por el contribuyente. El concepto de renta no ha sido definido por el legislador, limitándose la norma a relacionar los distintos componentes de aquella, a saber:

			— Los rendimientos del trabajo.

			— Los rendimientos del capital.

			— Los rendimientos de las actividades económicas.

			— Las ganancias y pérdidas patrimoniales.

			— Las imputaciones de renta establecidas por la ley.

			Desde la óptica de una delimitación negativa del hecho imponible, podemos distinguir entre rentas no sujetas y rentas exentas. Los supuestos de no sujeción son, en teoría, aquellos en los que no surge obligación tributaria alguna al no producirse el hecho imponible delimitado por la norma. La Ley del Impuesto solo se refiere de forma expresa a un único supuesto de no sujeción, y son las rentas que se encuentren sujetas al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (en este caso, por tanto, sí se realiza el hecho imponible, pues quien recibe una herencia o una donación, está obteniendo una renta, en concreto, una ganancia patrimonial; y el fundamento de la no sujeción al IRPF es evitar la doble imposición, dando preferencia a ese otro impuesto dirigido específicamente a las sucesiones y las donaciones). Sin embargo, a lo largo de su articulado podemos encontrar otros supuestos de no sujeción aunque la norma no los califique como tales, como por ejemplo, las ganancias o pérdidas patrimoniales puestas de manifiesto en los supuestos mencionados en los apartados 2 y 3 del artículo 33 LIRPF, casos en los que no se considera que exista alteración patrimonial, entre otros que iremos identificando de forma oportuna.

			Por su parte, los supuestos de exención hacen referencia a aquellas situaciones en las que aun produciéndose el hecho imponible delimitado por la norma —﻿la obtención de renta por el contribuyente﻿—, no surge la obligación tributaria por expresa disposición legal, concediendo así auténticos beneficios fiscales.

			
1. RENTAS EXENTAS


			El artículo 7 LIRPF recoge un amplio listado de rentas exentas, veamos algunas de ellas:

			a) Las indemnizaciones como consecuencia de responsabilidad civil por daños personales, en la cuantía legal o judicialmente reconocida [letra d)].

			Para que opere esta exención debe haberse producido un daño personal, de cualquier tipo (físico, psíquico o moral), al contribuyente, quien, como consecuencia de la responsabilidad civil del causante del daño, hubiera percibido una indemnización cuyo importe necesariamente viniera determinado por una disposición legal o bien se hubiera reconocido judicialmente. Solo si se da alguno de estos requisitos la indemnización estará exenta.

			En el primer caso, a efectos de la aplicación de la exención en los accidentes de circulación, tienen la consideración de cuantías legalmente reconocidas las indemnizaciones pagadas con arreglo a lo dispuesto en el artículo 1.4 del texto refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, en tanto sean abonadas por una entidad aseguradora como consecuencia de la responsabilidad civil de su asegurado.

			En el segundo caso, la expresión «judicialmente reconocidas» no se limita a aquellas cantidades que se reflejen en resolución dictada por un juez o tribunal, sino que ampara también aquellos casos en los que exista una aproximación voluntaria de las partes en conflicto, siempre que haya algún tipo de intervención judicial. Así, a título de ejemplo, se pueden citar: acto de conciliación judicial, allanamiento, renuncia, desistimiento y transacción judicial.

			Igualmente están exentas las indemnizaciones derivadas de contratos de seguro de accidentes que se perciban por daños personales, siempre y cuando las primas correspondientes a dicho seguro no hubieran podido reducir la base imponible o ser consideradas gasto deducible de la actividad económica realizada por el asegurado. Además, se establece un límite cuantitativo a esta exención utilizando el sistema de valoración de daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, incorporado como anexo en el texto refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, de forma que la indemnización estará exenta hasta la cuantía que resulte de aplicar dicho sistema de valoración para el daño sufrido.

			Los intereses indemnizatorios por el retraso en el pago correspondientes a una indemnización exenta se encuentran también exentos, por cuanto constituyen una obligación accesoria que ha de tener la misma consideración que el concepto principal del que deriva (Resolución TEAC de 10 de mayo de 2018 en unificación de criterio).

			b) Las indemnizaciones por despido o cese del trabajador con los siguientes límites [letra e)].

			— Hasta la cuantía establecida como obligatoria en el Estatuto de los Trabajadores y en sus normas reglamentarias de desarrollo, o, en su caso, en la normativa reguladora de la ejecución de sentencias, sin que pueda considerarse como tal la establecida en virtud de convenio, pacto o contrato.

			— No obstante, el importe de la indemnización exenta tendrá como límite máximo la cantidad de 180.000 euros. Por tanto, aunque la indemnización total no exceda de lo estipulado en el Estatuto de los Trabajadores o en sus normas de desarrollo, si se superan los 180.000 euros, el exceso estará sometido a tributación, salvo que se trate de un Expediente de Regulación de Empleo (ERE).

			Con carácter general, para que opere la exención debe tratarse de indemnizaciones que se perciban como consecuencia de la extinción del contrato de trabajo, por causa de despido o cese del trabajador y siempre que esté establecido con carácter obligatorio en el Estatuto de los Trabajadores o en sus normas de desarrollo el derecho del trabajador a percibir la indemnización. De acuerdo con ello, no se encuentran amparadas por la exención las indemnizaciones por fin de contrato temporal, al no producirse en estos casos ni el despido ni el cese (voluntario) del trabajador.

			Hay que tener en cuenta que el disfrute de esta exención se condiciona a la real y efectiva desvinculación del trabajador con la empresa (art. 1 del Reglamento). En este sentido, se presume, salvo prueba en contrario, que no se da dicha desvinculación cuando en los tres años siguientes al despido o cese el trabajador vuelva a prestar servicios a la misma empresa o a otra empresa vinculada a aquélla en los términos previstos en el artículo 18 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.

			c) Las prestaciones reconocidas al contribuyente por la Seguridad Social o por las entidades que la sustituyan, como consecuencia de incapacidad permanente absoluta o gran invalidez [letra f)].

			La exención alcanza también a las pensiones procedentes del extranjero percibidas por contribuyentes del IRPF y que deban someterse a tributación en España, siempre que el grado de incapacidad reconocido pueda equipararse en sus características a la incapacidad absoluta o gran invalidez y que la entidad que satisface la prestación goce, según la normativa del país de procedencia de la pensión, del carácter de sustitutoria de la Seguridad Social.

			Igualmente están exentas las prestaciones reconocidas a los profesionales no integrados en el régimen especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos por las Mutualidades de Previsión Social que actúen como alternativas al mismo, siempre que se trate de prestaciones en situaciones idénticas a las previstas para la incapacidad permanente absoluta o gran invalidez de la Seguridad Social.

			d) Las prestaciones por maternidad o paternidad y las prestaciones familiares no contributivas [letra h)] reguladas, respectivamente, en los Capítulos VI y VII del Título II y en el Capítulo I del Título VI del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, y las pensiones y los haberes pasivos de orfandad y a favor de nietos y hermanos, menores de veintidós años o incapacitados para todo trabajo, percibidos de los regímenes públicos de la Seguridad Social y clases pasivas.

			Asimismo, se declaran exentas las prestaciones reconocidas a los profesionales no integrados en el régimen especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia o autónomos por las Mutualidades de Previsión Social que actúen como alternativas al mismo, siempre que se trate de prestaciones en situaciones idénticas a las previstas en el párrafo anterior por la Seguridad Social para los profesionales integrados en dicho régimen especial.

			La sentencia de 3 de octubre de 2018 (R. 4483/2017) del Tribunal Supremo declaró como exentas las prestaciones por maternidad, entendiendo que las mismas debían entenderse incluidas en el inciso final de la letra h) del artículo 7 de la LIRPF que establecía que «igualmente estarán exentas las demás prestaciones públicas por nacimiento, parto o adopción múltiple, adopción, hijos a cargo y orfandad.» No obstante, a raíz de dicha sentencia el legislador modificó el texto del precepto para hacer referencia expresa a las prestaciones por maternidad y paternidad.

			e) Becas públicas y becas concedidas por determinadas entidades sin fines lucrativos y fundaciones bancarias [letra j)]. Están exentas cuando sean percibidas para cursar estudios reglados, tanto en España como en el extranjero, en todos los niveles y grados del sistema educativo o cuando se trate de becas para la formación de investigadores, siempre que se cumplan los requisitos dispuestos por el artículo 2 del Reglamento del Impuesto y en los términos y cuantías establecidos.

			f) Las cantidades percibidas por los hijos de sus padres en concepto de anualidades por alimentos en virtud de decisión judicial [letra k)]. El contribuyente que satisfaga este tipo de prestaciones, sin derecho a la aplicación del mínimo por descendientes que estudiaremos más adelante, podrá aplicar el sistema previsto en el artículo 75 de la LIRPF que supone cierto ahorro en la cuantificación de la cuota del impuesto.

			g) Las prestaciones por desempleo percibidas en su modalidad de pago único [letra n)]. El Real Decreto 1044/1985, de 19 de junio, regula la posibilidad de abonar en un único pago la totalidad de la prestación por desempleo a que tenga derecho un contribuyente cuando la misma se vaya a destinar al inicio de una actividad económica como trabajador autónomo o a la incorporación a una cooperativa, a una sociedad laboral o a una sociedad mercantil, siempre que se cumplan ciertos requisitos establecidos por la normativa laboral. En estos casos, la prestación por desempleo está totalmente exenta, con la condición de que la actividad económica iniciada, bien como autónomo bien mediante la participación en sociedades cooperativas, laborales o mercantiles se mantenga durante cinco años.

			
2. ELEMENTO SUBJETIVO


			Son contribuyentes por el IRPF, como regla general, las personas físicas que tengan su residencia en territorio español (art. 8.1 LIRPF). De manera que toda persona física que, independientemente de su nacionalidad, resida habitualmente en España, será contribuyente por el IRPF y deberá declarar en España todos los ingresos que haya obtenido, con independencia del país en el que se hayan producido y con independencia de la residencia del pagador.

			En este sentido, se considera que una persona tiene su residencia habitual en territorio español cuando concurra alguna de las circunstancias mencionadas por el artículo 9.1 de la LIRPF:

			a) Que permanezca en territorio español, durante el año natural, más de 183 días. A estos efectos, computan las ausencias esporádicas (vacaciones, o viajes por motivos de trabajo…), para determinar ese período de permanencia, salvo que el contribuyente acredite su residencia fiscal en otro país.

			b) Que, de forma directa o indirecta, radique en España el núcleo principal o la base de sus actividades o intereses económicos. Si bien no existe una definición del concepto «núcleo de intereses», podría entenderse como aquel lugar en el que radique la sede de los negocios del contribuyente, donde se concentre la mayor parte de sus inversiones o desde donde administre sus bienes. Además, se establece la presunción, salvo prueba en contrario, que el contribuyente tiene su residencia habitual en territorio español cuando, conforme a los criterios anteriores, residan habitualmente en España su cónyuge no separado legalmente y los hijos menores de edad que dependan de aquel.

			Dos reglas especiales completan la regulación de la figura del contribuyente en el IRPF haciendo referencia a dos supuestos en los que, a pesar de no cumplirse el requisito de la residencia habitual en territorio español, no se pierde la condición de contribuyente: en primer lugar, quienes teniendo la nacionalidad española hayan trasladado su residencia a un país o territorio considerado paraíso fiscal (durante el ejercicio del traslado y los cuatro siguientes); y en segundo lugar, las personas físicas que se encuentre en alguna de las situaciones contempladas en el artículo 10 de la Ley del Impuesto, que se refiere a miembros de misiones diplomáticas y oficinas consulares españolas así como a los titulares de cargo o empleo oficial del Estado u otros funcionarios en activo, siempre y cuando antes de ocupar el cargo o empleo tuvieran su residencia habitual en España.

			Como consecuencia de la cesión parcial del impuesto a las Comunidades Autónomas que antes explicábamos, resulta indispensable establecer la residencia de los contribuyentes en el territorio de una concreta Comunidad Autónoma, a fin de identificar la normativa autonómica que le sea aplicable, así como de determinar la recaudación correspondiente a las mismas.

			El artículo 72 de la LIRPF establece tres criterios diferentes para considerar la residencia de los contribuyentes en una Comunidad Autónoma:

			1.º Cuando permanezcan en su territorio un mayor número de días del período impositivo (computan las ausencias temporales). Se establece la presunción (que admite prueba en contrario), de que una persona física permanece en el territorio de una Comunidad Autónoma cuando en dicho territorio radique su vivienda habitual.

			2.º En caso de que no fuera posible determinar la Comunidad Autónoma de residencia por aplicación del criterio anterior, se considerará que el contribuyente reside en la Comunidad Autónoma en la que obtenga la mayor parte de la base imponible del impuesto determinada por los siguientes componentes de renta:

			a) Rendimientos del trabajo, que se entenderán obtenidos donde radique el centro de trabajo respectivo, si existe.

			b) Rendimientos del capital inmobiliario y ganancias patrimoniales derivadas de bienes inmuebles, que se entenderán obtenidos en el lugar en que radiquen estos.

			c) Rendimientos de actividades económicas, ya sean empresariales o profesionales, que se entenderán obtenidos donde radique el centro de gestión de cada una de ellas.

			3.º Cuando no pueda determinarse la residencia por los métodos anteriores, se considerarán residentes en el lugar de su última residencia declarada a efectos del IRPF.

			Hay que tener en cuenta que no producirán efecto los cambios de residencia que tengan por objeto principal lograr una menor tributación efectiva en este impuesto, salvo que la nueva residencia se prolongue de manera continuada durante, al menos, tres años.

			Las personas físicas que sean residentes en territorio español, pero que no permanezcan en dicho territorio más de 183 días durante el año natural, se considerarán residentes en el territorio de la Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto de Autonomía en que radique el núcleo principal o base de sus actividades o de sus intereses económicos.

			Por otro lado, cuando la persona sea residente en territorio español por presunción, es decir, porque su cónyuge no separado legalmente y los hijos menores de edad dependientes de él residan habitualmente en España, se considerará residente en el territorio de la Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto de Autonomía en que estos residan habitualmente.

			
3. ELEMENTO TEMPORAL. PERÍODO IMPOSITIVO Y DEVENGO DEL IMPUESTO


			Con carácter general, el período impositivo del IRPF es el año natural y el devengo se produce el día 31 de diciembre de cada ejercicio (art. 12 LIRPF).

			El período impositivo será inferior al año natural exclusivamente cuando se produzca el fallecimiento del contribuyente un día distinto del 31 de diciembre, finalizando tal día el período impositivo y produciéndose el devengo del impuesto en ese momento (art. 13 LIRPF).

			
V. BASE IMPONIBLE

			La base imponible del IRPF está constituida por el importe de la renta del contribuyente (art. 15 LIRPF). Para su cuantificación, las diferentes rentas obtenidas por el contribuyente se clasifican, en función de su origen, en un componente de renta de los mencionados más arriba. Cada uno de ellos cuenta con una regulación específica para determinar su importe. En términos generales, los rendimientos se calculan a partir de la diferencia entre los rendimientos íntegros y los gastos deducibles, mientras que las ganancias y pérdidas patrimoniales se obtienen por la diferencia entre los valores de transmisión y adquisición de los bienes o derechos.

			Una vez cuantificado cada componente de renta, se integrarán y compensarán entre sí (en la forma dispuesta por la Ley), dando lugar a la base imponible del impuesto.

			La Ley del Impuesto clasifica la renta en dos grandes grupos: Renta General y Renta del Ahorro (art. 44 LIRPF). Cada componente de renta se encasilla en uno de estos grupos a partir del siguiente esquema:

			A) Renta General (art. 45 LIRPF):

			— Rendimientos del Trabajo.

			— Rendimientos del Capital Inmobiliario.

			— Rendimientos del Capital Mobiliario (solo los contenidos en el art. 25.4 LIRPF).

			— Rendimientos de Actividades Económicas.

			— Ganancias y Pérdidas patrimoniales no procedentes de la transmisión de bienes o derechos.

			— Imputaciones de renta.

			B) Renta del Ahorro (art. 46 LIRPF):

			— Rendimientos del Capital Mobiliario (los contenidos en el art. 25.1, 2 y 3 LIRPF).

			— Ganancias y Pérdidas patrimoniales derivadas de la transmisión de bienes y derechos.

			De esta forma, se integran y compensan las diferentes rentas según su origen (componentes de renta) y su clasificación como renta general o del ahorro, obteniéndose dos bases imponibles: la base imponible general y la base imponible del ahorro.

			A continuación, vamos a ocuparnos de los diferentes componentes de renta reconocidos por la Ley del Impuesto, definiendo los mismos y explicando cómo se procede a su cuantificación hasta integrarlos en la base imponible correspondiente.

			
VI. RENDIMIENTOS DEL TRABAJO

			
1. CONCEPTO Y DELIMITACIÓN POSITIVA


			Tienen la consideración fiscal de rendimientos íntegros del trabajo «todas las contraprestaciones o utilidades, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, dinerarias o en especie, que deriven, directa o indirectamente, del trabajo personal o de la relación laboral o estatutaria y no tengan el carácter de rendimientos de actividades económicas» (art. 17 LIRPF).

			De acuerdo con la definición legal transcrita, los rendimientos del trabajo se caracterizan por las siguientes notas:

			— Comprenden la totalidad de las contraprestaciones o utilidades, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, dinerarias o en especie.

			— Que deriven, directa (por ejemplo, salario) o indirectamente (por ejemplo, la pensión por jubilación), del trabajo personal o de la relación laboral o estatutaria del contribuyente.

			— Que no tengan el carácter de rendimientos de actividades económicas. Se excluyen, pues, los rendimientos procedentes de actividades en las que, con independencia de la aportación de su trabajo personal, el contribuyente efectúe la ordenación por cuenta propia de medios de producción y de recursos humanos, o de uno solo de ambos factores, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios.

			Los apartados 1 y 2 del artículo 17 de la LIRPF contienen un listado de conceptos que son considerados rendimientos del trabajo:

			a) Los sueldos y salarios, las prestaciones por desempleo y remuneraciones que se perciban en concepto de gastos de representación [art. 17.1.a), b) y c) LIRPF].

			b) Las dietas y asignaciones para gastos de viaje. Son rendimiento del trabajo aquellas cantidades que el empresario satisface al trabajador para compensar los gastos en que este haya incurrido en el desempeño de sus funciones cuando haya tenido que desplazarse de su puesto habitual de trabajo [art. 17.1.d) LIRPF]. Sin embargo, la ley exceptúa de gravamen aquellas dietas o asignaciones para gastos de viaje cuando compensen algunos de los siguientes gastos y hasta los límites establecidos por el artículo 9 del Reglamento del Impuesto:

			— Los gastos de locomoción. Cuando el trabajador utilice para desplazarse el transporte público, estará exento el importe del gasto que se justifique mediante factura o documento equivalente. Cuando utilice vehículo propio, la cantidad que resulte de computar 0,26 euros por kilómetro recorrido, siempre que se justifique la realidad del desplazamiento, más los gastos de peaje y aparcamiento que se justifiquen (artículo único de la Orden HFP/792/2023, de 12 de julio de 2023).

			— Los gastos de manutención estarán exentos hasta los límites siguientes:

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Destino

						
							
							Con pernoctación

							Euros diarios

						
							
							Sin pernoctación

							Euros diarios

						
					

					
							
							Dentro de España

						
							
							53,34 €

						
							
							26,67 €

						
					

					
							
							Fuera de España

						
							
							91,35 €

						
							
							48,08 €

						
					

				
			

			— Los gastos de estancia estarán exentos en los importes que se justifiquen mediante factura.

			Para que las dietas y asignaciones para gastos de viajes resulten efectivamente exentas en los términos expuestos, es necesario que se produzcan en municipio distinto del centro de trabajo del trabajador y del lugar que constituya su residencia habitual, y que se justifique —﻿por el pagador﻿— el desplazamiento de aquel por motivos laborales.

			Ejemplo

			Un contribuyente trabaja como asalariado para una empresa de consultoría. Por orden de esta, el trabajador se desplaza durante cuatro días (tres noches) a Barcelona a desarrollar sus funciones. La empresa le da 1.500 euros en concepto de dietas y asignaciones para dicho desplazamiento. El trabajador incurre en los siguientes gastos:

			— Hotel: Factura de 350 euros.

			— Avión: Factura de 580 euros.

			— Tickets de restaurantes por importe total de 400 euros.

			¿Qué importe de los 1.500 euros recibidos en concepto de dietas por el trabajador estarán exentos?

			1.º Los gastos de locomoción en transporte público y los de estancia están exentos en el importe que se justifique mediante factura, por tanto, estarán exentos los 930 euros correspondientes a dichos gastos.

			2.º En cuanto a los gastos de manutención, están exentos los importes correspondientes por los días de desplazamiento y el lugar del mismo, recogidos en el recuadro anterior, con independencia de los gastos reales en que se hubiera incurrido por estos conceptos y sin necesidad de justificarlos documentalmente:

			
				
					
					
				
				
					
							
							— 3 noches dentro de España:

						
							
							53,34 euros × 3 = 160,02 euros

						
					

					
							
							— 1 día dentro de España sin pernoctar:

						
							
							26,67 euros

						
					

					
							
							— Total manutención exenta → 

						
							
							186,69 euros

						
					

					
							
							— TOTAL DIETAS EXENTAS →

						
							
							930,00 + 186,69 = 1.116,69 euros

						
					

				
			

			El exceso hasta los 1.500 euros recibidos por el trabajador, es decir, 383,31 euros, tributarán como rendimientos del trabajo no exentos.

			c) Las contribuciones o aportaciones satisfechas por los promotores de planes de pensiones o por los empresarios para hacer frente a los compromisos por pensiones en los términos previstos en el texto refundido de la Ley de regulación de los planes y fondos de pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre [art. 17.1.e) y f) LIRPF].

			d) Las siguientes prestaciones derivadas de los sistemas de previsión social [art. 17.2.a) LIRPF]:

			1.º Las pensiones y haberes pasivos percibidos de los regímenes públicos de la Seguridad Social y clases pasivas y demás prestaciones públicas por situaciones de incapacidad, jubilación, accidente, enfermedad, viudedad, o similares, cuando no se califiquen como exentas.

			2.º Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de las mutualidades obligatorias de funcionarios, salvo en casos de prestaciones percibidas por incapacidad permanente absoluta o gran invalidez, que están exentas.

			3.º Los planes de pensiones, cualquiera que sea la contingencia cubierta con los mismos.

			Se calificarán como rendimiento del trabajo, cualquiera que sea la forma de cobro de dicha prestación: renta, capital o en forma mixta, renta y capital.

			4.º Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de contratos de seguro concertados con mutualidades de previsión social, cualquiera que sea la contingencia cubierta por los mismos, cuyas aportaciones hayan podido ser, al menos en parte, gasto deducible para la determinación del rendimiento neto de actividades económicas u objeto de reducción en la base imponible del IRPF.

			En el supuesto de prestaciones por jubilación e invalidez derivadas de dichos contratos, se integrarán en la base imponible en el importe de la cuantía percibida que exceda de las aportaciones que no hayan podido ser objeto de reducción o minoración en la base imponible del Impuesto.

			5.º Planes de previsión social empresarial y otros contratos de seguros colectivos que instrumenten los compromisos por pensiones asumidos por las empresas.

			6.º Planes de previsión asegurados.

			7.º Seguros de dependencia.

			e) Las cantidades abonadas por razón de su cargo, a los diputados españoles en el Parlamento Europeo, a los diputados y senadores de las Cortes Generales, a los miembros de las asambleas legislativas autonómicas, concejales de ayuntamiento y miembros de las diputaciones provinciales, cabildos insulares u otras entidades locales, con exclusión, en todo caso, de la parte de aquellas que dichas instituciones asignen para gastos de viaje y desplazamiento [art. 17.2.b) LIRPF].

			f) Rendimientos derivados de impartir cursos, conferencias, coloquios y similares [art. 17.2.c) LIRPF]. Como regla general, las percepciones recibidas por tales conceptos serán calificados como rendimientos del trabajo siempre que dichas actividades no supongan la ordenación por cuenta propia de medios de producción y de recursos humanos o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios, en cuyo caso se calificarán como rendimientos de actividades económicas.

			g) Rendimientos por elaboración de obras literarias, artísticas o científicas, siempre que se ceda el derecho a su explotación y dichos rendimientos no deriven del ejercicio de una actividad económica [art. 17.2.d) LIRPF]. Cuando los derechos de autor los perciba un tercero distinto al autor, constituirán para dicho tercero perceptor rendimientos del capital mobiliario.

			h) Retribuciones de los administradores y miembros de órganos de representación de sociedades [art. 17.2.e) LIRPF].

			i) Las pensiones compensatorias recibidas del cónyuge y las anualidades por alimentos [art. 17.2.f) LIRPF]. Estas últimas, no obstante, estarán exentas cuando se perciban de los padres por decisión judicial.

			j) Los derechos especiales de contenido económico que se reserven los fundadores o promotores de una sociedad como remuneración de servicios personales [art. 17.2.g) LIRPF].

			k) Las becas, cuando no estén exentas por aplicación de lo dispuesto en el art. 7 de la Ley [art. 17.2.h) LIRPF].

			l) Las retribuciones percibidas por quienes colaboren en actividades humanitarias o de asistencia social promovidas por entidades sin ánimo de lucro [art. 17.2.i) LIRPF].

			m) Las retribuciones derivadas de relaciones laborales de carácter especial reconocidas por el Estatuto de los Trabajadores [art. 17.2.j) LIRPF].

			n) Las aportaciones realizadas al patrimonio protegido de las personas con discapacidad son rendimiento del trabajo para la persona con discapacidad titular de dicho patrimonio en los términos de la DA 18.ª de la LIRPF [art. 17.2.k) LIRPF].

			
2. RENDIMIENTOS DEL TRABAJO EN ESPECIE


			En la declaración del IRPF no solo hay que incluir los rendimientos dinerarios sino también las retribuciones en especie.

			2.1. Concepto


			Constituyen rendimientos del trabajo en especie la utilización, consumo u obtención, para fines particulares, de bienes, derechos o servicios de forma gratuita o por precio inferior al normal de mercado, aun cuando no supongan un gasto real para quien los conceda, siempre que deriven, directa o indirectamente, del trabajo personal o de una relación laboral o estatutaria (art. 42.1 LIRPF).

			Ahora bien, cuando el pagador del rendimiento del trabajo entregue al contribuyente importes en metálico para que este adquiera los bienes, derechos o servicios, el rendimiento tendrá la consideración de dinerario, por lo que no le resultan aplicables las reglas especiales de las retribuciones en especie que se explican a continuación.

			2.2. Rendimientos en especie no sujetos o exentos


			El apartado 2 del art. 42 de la Ley del Impuesto establece dos supuestos de no sujeción: las cantidades destinadas a la actualización, capacitación o reciclaje del personal empleado, cuando vengan exigidos por el desarrollo de sus actividades; y las primas o cuotas satisfechas por la empresa en virtud de contrato de seguro que cubra exclusivamente el riesgo de accidente laboral o de responsabilidad civil del trabajador en el ejercicio de sus ocupaciones habituales. Estas percepciones no tributan por el IRPF por ningún concepto.

			Por su parte, el apartado 3 del citado precepto contiene varios supuestos de exención de rentas en especie:

			a) Las entregas a empleados de productos a precios rebajados que se realicen en cantinas o comedores de empresa. Siempre y cuando la prestación del servicio tenga lugar durante días hábiles para el empleado y en los que no se devenguen dietas de las exceptuadas de gravamen que vimos en el punto anterior. También están exentas las fórmulas indirectas (es decir, cuando la prestación del servicio se realice por un tercero), como el caso de los vales-comida, con el límite de 11 euros diarios. El exceso, tributará como rendimiento del trabajo en especie.

			Ejemplo

			Imaginemos un contribuyente cuy salario está compuesto además de los conceptos básicos de salario base, pagas extras u otros, por vales-comida por valor de 250 euros mensuales. Si durante el ejercicio hay 240 días hábiles y efectivamente trabajados. ¿Están exentos en su totalidad los vales-comida?

			1.º El valor anual de la renta en especie de los vales comida es de 3.000 euros (250 euros × 12 meses)

			2.º Solo estará exenta la parte correspondiente a 240 días hábiles y hasta el límite de 11 euros diarios (11 euros × 240 días hábiles), es decir, 2.640 euros.

			3.º Por tanto, el exceso, 360 euros, tributará como rendimiento del trabajo en especie.

			b) La utilización de los bienes destinados a los servicios sociales y culturales del personal empleado (Instalaciones deportivas, clubes sociales, salas de lectura…) cuando se pongan al servicio de aquel de forma gratuita o a precio inferior al de mercado. Se incluye en este apartado la prestación del servicio de guardería a los hijos de los empleados, bien por la propia empresa bien por un tercero, siempre y cuando se cuente con la autorización y homologación administrativa pertinente.

			c) Las primas o cuotas satisfechas por la empresa a entidades aseguradoras para la cobertura de enfermedad tanto del trabajador como de su cónyuge e hijos, hasta el límite de 500 euros anuales por persona (1.500 euros cuando sean personas con discapacidad). El exceso, tributará como rendimiento del trabajo en especie.

			d) La prestación del servicio de educación preescolar, infantil, primaria, secundaria obligatoria, bachillerato y formación profesional por centros educativos autorizados, a los hijos de sus empleados, con carácter gratuito o por precio inferior al normal de mercado.

			e) Las cantidades satisfechas a las entidades encargadas de prestar el servicio público de transporte colectivo de viajeros con la finalidad de favorecer el desplazamiento de los empleados entre su lugar de residencia y el centro de trabajo, con el límite de 1.500 euros anuales para cada trabajador.

			f) La entrega a los trabajadores en activo, de forma gratuita o por precio inferior al normal de mercado, de acciones o participaciones de la propia empresa o de otras del grupo de sociedades, en la parte que no exceda, para el conjunto de las entregadas a cada trabajador, de 12.000 euros anuales, en los términos establecidos en el art. 43 del Reglamento del Impuesto.

			Cuando se trate de empresas emergentes de las reguladas en la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del ecosistema de las empresas emergentes, el límite de la exención se eleva hasta los 50.000 euros anuales.

			2.3. Reglas de valoración de los rendimientos en especie


			Con carácter general, las rentas en especie se valorarán por su valor normal en el mercado, estableciéndose reglas especiales para determinados tipos de bienes y derechos (art. 43 LIRPF):

			A) En el caso de utilización de una vivienda hay que distinguir si la misma es o no propiedad del pagador:

			— Si es propiedad del pagador, se valorará al 5 por 100 del valor catastral de la vivienda, si este hubiera sido revisado dentro de los diez ejercicios anteriores; en caso contrario, al 10 por 100 del valor catastral.

			Si a fecha de devengo del impuesto la vivienda careciera de valor catastral, el rendimiento en especie se valorará al 5 por 100 del mayor de los siguientes valores: el 50 por 100 del valor comprobado por la Administración a efectos de otros tributos o el 50 por 100 del precio, contraprestación o valor de la adquisición de la vivienda.

			— Si la vivienda no fuera propiedad del pagador, el rendimiento en especie se valorará por el coste que tenga para el pagador la cesión de uso de la misma por parte de su propietario, incluidos los tributos que graven la operación.

			B) Utilización o entrega al trabajador de vehículos automóviles:

			— En caso de entrega, el rendimiento en especie se valorará por el coste de adquisición para el pagador, incluidos los tributos que graven la operación.

			— En caso de utilización, hay que distinguir entre el supuesto en que el vehículo sea propiedad del pagador, en cuyo caso el valor será el 20 por 100 anual del coste de adquisición del vehículo para el empleador incluidos los gastos y tributos que graven la operación; y el supuesto en que el vehículo no sea propiedad del pagador, siendo entonces el valor el 20 por 100 anual sobre el valor de mercado, incluidos los gastos y tributos inherentes a la adquisición, que correspondería al vehículo si fuese nuevo.

			— Si el vehículo perteneciera a empresas cuya actividad habitual fuera la cesión de vehículos automóviles (renting, leasing…) la valoración no podrá ser inferior al precio ofertado al público del servicio de que se trate.

			Hay que tener en cuenta que en los casos de utilización mixta del vehículo, para fines de la empresa y para fines particulares, solo tendrá la consideración de rendimiento del trabajo en especie la utilización del vehículo para fines particulares y ello con independencia de que el vehículo llegue a utilizarse efectivamente para fines privados siendo suficiente para imputar el rendimiento la puesta a disposición del vehículo para dichos fines.

			Ejemplo

			Imaginemos un contribuyente que cuenta con la utilización de un coche de empresa como retribución en especie, que debe utilizar para desarrollar su actividad de comercial durante las mañanas de lunes a jueves. Se estipula que el porcentaje de utilización del vehículo para la actividad laboral es del 40 por 100. Sabiendo que el vehículo fue comprado por la empresa por 34.000 euros (impuestos incluidos), ¿qué valor tiene el rendimiento en especie?

			1.º Según la regla general, el valor será el 20 por 100 anual del coste de adquisición del vehículo:

			34.000 euros × 20 por 100 = 6.800 euros

			2.º Es rendimiento en especie la parte del uso del vehículo que se destina para fines privados, esto es un 60 por 100:

			6.800 euros × 60 por 100 = 4.080 euros de rendimiento en especie

			Por último, en los casos de utilización de vehículo automóvil, la ley del Impuesto prevé una reducción de la valoración resultante en hasta un 30 por 100 cuando se trate de vehículos considerados eficientes energéticamente, en los términos y condiciones que se determinan en el artículo 48.bis del Reglamento.

			C) En los préstamos de los empleadores a sus trabajadores con tipos de interés inferiores al legal del dinero, se considerará rendimiento en especie la diferencia entre el interés pagado al empleador y el interés legal del dinero vigente en el período.

			D) Las contribuciones satisfechas por el empresario a planes de pensiones en los que el contribuyente sea beneficiario, se considerarán igualmente rendimiento del trabajo en especie y se valoran por el importe de las mismas.

			E) Otras retribuciones en especie que se valoran por el coste para el empleador, incluidos los tributos que graven la operación, por ejemplo:

			— Las primas o cuotas satisfechas en virtud de contrato de seguro u otro similar.

			— Las cantidades destinadas a satisfacer gastos de estudios y manutención del contribuyente o de otras personas ligadas al mismo por vínculo de parentesco, incluidos los afines, hasta el cuarto grado inclusive.

			
3. RENDIMIENTOS ÍNTEGROS DEL TRABAJO


			Los rendimientos dinerarios del trabajo deben computarse por el importe íntegro o bruto devengado, es decir, sin descontar las cantidades que hayan sido deducidas por el pagador en concepto de Seguridad Social u otros gastos deducibles ni las retenciones a cuenta del impuesto practicadas sobre dichos rendimientos (que se estudiarán en el apartado correspondiente).

			Los rendimientos del trabajo en especie deben computarse por la cantidad de retribución recibida, determinada conforme a las reglas de valoración establecidas en el artículo 43 LIRPF que acabamos de exponer.

			La suma de los rendimientos dinerarios y los rendimientos en especie resulta en el total de ingresos íntegros del trabajo computables. Como regla general, los rendimientos íntegros se computarán en su totalidad, salvo que les resulte de aplicación alguna de las reducciones que vienen reguladas en el artículo 18 LIRPF (con las condiciones establecidas en dicho precepto).

			3.1. Reducción por rendimientos con un período de generación superior a dos años


			Se aplicará una reducción del 30 por 100 sobre los rendimientos íntegros del trabajo que tengan un período de generación superior a dos años (art. 18.2 LIRPF).

			Por período de generación del rendimiento se entiende el tiempo transcurrido desde el nacimiento del derecho a obtener dicho rendimiento hasta que este es efectivamente percibido por el contribuyente. El período de generación así entendido debe ser superior a dos años, computados de fecha a fecha.

			Además, es necesario que en el plazo de los cinco períodos impositivos anteriores a aquel en el que resulte exigible el rendimiento, el contribuyente no hubiera obtenido otros rendimientos con período de generación superior a dos años, a los que hubiera aplicado la reducción.

			Es requisito indispensable para aplicar la reducción que el rendimiento obtenido se impute a un único período impositivo. Sin embargo, cuando se trate de indemnizaciones por extinción de la relación laboral (con un período de generación superior a dos años) que se perciban de forma fraccionada, será aplicable la reducción del 30 por 100, siempre que el cociente resultante de dividir el número de años de generación, computados de fecha a fecha, entre el número de períodos impositivos de fraccionamiento, sea superior a dos (art. 12.2 RIRPF).

			La cuantía del rendimiento íntegro a que se refiere este apartado sobre la que se aplicará la citada reducción no podrá superar, por regla general, el importe de 300.000 euros anuales. No obstante, la Ley del Impuesto establece un límite distinto cuando se trata de rendimientos derivados de la extinción de la relación laboral, común o especial, o de la relación mercantil con administradores y miembros de los Consejos de Administración, y la cuantía de aquellos supere los 700.000 euros. En estos casos, la cuantía del rendimiento sobre la que se aplicará la reducción no podrá superar el importe que resulte de minorar 300.000 euros en la diferencia entre la cuantía del rendimiento y 700.000 euros.

			3.2. Reducción sobre rendimientos íntegros obtenidos de forma notoriamente irregular en el tiempo


			Igualmente, se aplicará una reducción del 30 por 100 sobre los rendimientos íntegros que se califiquen reglamentariamente como obtenidos de forma notoriamente irregular en el tiempo, siempre que se imputen en un único período impositivo.

			En este caso, la reducción se aplicará exclusivamente sobre los rendimientos que el artículo 12 del Reglamento del Impuesto califica como obtenidos de forma notoriamente irregular en el tiempo, y que son los siguientes:

			— Las cantidades satisfechas por la empresa a los empleados con motivo del traslado a otro centro de trabajo que excedan de los importes exceptuados de gravamen en aplicación de lo dispuesto por el artículo 9 RIRPF.

			— Las indemnizaciones derivadas de los regímenes públicos de Seguridad Social o Clases Pasivas, así como las prestaciones satisfechas por colegios de huérfanos e instituciones similares, en los supuestos de lesiones no invalidantes.

			— Las prestaciones satisfechas por lesiones no invalidantes o incapacidad permanente, en cualquiera de sus grados, por empresas y por entes públicos.

			— Las prestaciones por fallecimiento, y los gastos por sepelio o entierro que excedan del límite exento [art. 7.r) LIRPF], de trabajadores o funcionarios, tanto las de carácter público como las satisfechas por colegios de huérfanos e instituciones similares, empresas y por entes públicos.

			— Las cantidades satisfechas en compensación o reparación de complementos salariales, pensiones o anualidades de duración indefinida o por la modificación de las condiciones de trabajo.

			— Cantidades satisfechas por la empresa a los trabajadores por la resolución de mutuo acuerdo de la relación laboral.

			— Premios literarios, artísticos o científicos no exentos (y que no deriven del ejercicio de una actividad económica).

			La cuantía del rendimiento íntegro a que se refiere este apartado sobre la que se aplicará la reducción no podrá superar, por regla general, el importe de 300.000 euros anuales.

			
4. RENDIMIENTO NETO DEL TRABAJO


			Una vez determinado el rendimiento íntegro del trabajo debe procederse a la deducción de los gastos que la Ley califica como deducibles a fin de determinar el rendimiento neto. Tienen la consideración de gastos fiscalmente deducibles exclusivamente los siguientes (art. 19.2 LIRPF):

			1. Las cotizaciones a la Seguridad Social o a mutualidades generales obligatorias de funcionarios.

			2. Las detracciones por derechos pasivos.

			3. Cotizaciones a los colegios de huérfanos o Instituciones similares.

			4. Las cuotas satisfechas a sindicatos sin límite de cantidad alguno.

			5. Cuotas satisfechas a colegios profesionales. Serán gasto deducible cuando la colegiación tenga carácter obligatorio para el desempeño del trabajo generador del rendimiento declarado y con el límite de 500 euros anuales.

			6. Los gastos de defensa jurídica derivados directamente de litigios suscitados en la relación del contribuyente con la persona de la que recibe los rendimientos, con el límite de 300 euros anuales.

			7. Otros gastos distintos de los anteriores, que son:

			— Por obtención de rendimientos del trabajo: 2.000 euros anuales.

			— Para los contribuyentes inscritos como demandantes de empleo, que acepten un puesto de trabajo en un municipio distinto al de su residencia y que trasladen su residencia a ese municipio: 2.000 euros anuales adicionales (durante el ejercicio del cambio y el siguiente). Este gasto solo podrá aplicarse sobre rendimientos netos del trabajo derivados del empleo que se acepta y que determina el cambio de residencia (art. 11.2 RIRPF).

			— Para contribuyentes con discapacidad que sean trabajadores activos: estos gastos se incrementan en 3.500 euros anuales más para trabajadores con un grado de discapacidad comprendido entre el 33 por 100 y el 64 por 100; o 7.750 euros anuales más, si se trata de personas con un grado de discapacidad igual o superior al 65 por 100 o acreditan necesitar ayuda de terceras personas o una movilidad reducida. Este incremento, igual que el anterior, se aplica a la parte de los rendimientos netos del trabajo que se hubieran obtenido en tales condiciones.

			Por último, el art. 20 de la LIRPF contiene una reducción general por obtención de rendimientos del trabajo que se aplica a los contribuyentes con rendimientos netos del trabajo inferiores a 19.747,50 euros siempre que no tengan rentas, excluidas las exentas, distintas de las del trabajo superiores a 6.500 euros. El importe de la reducción variará en función del importe de los rendimientos netos del trabajo:

			— Para los contribuyentes con rendimientos netos iguales o inferiores a 14.852 euros: 7.302 euros de reducción.

			— Para los contribuyentes con rendimientos netos superiores a 14.852 euros y hasta 17.673,52 euros: la reducción será de 7.302 euros menos el resultado de multiplicar por 1,75 la diferencia entre el rendimiento del trabajo y 14.852 euros anuales.

			— Para los contribuyentes con rendimientos netos del trabajo comprendidos entre 17.673,52 y 19.747,50 euros: la reducción será de 2.364,34 euros menos el resultado de multiplicar por 1,14 la diferencia entre el rendimiento del trabajo y 17.673,52 euros anuales.

			A la hora de calcular esta reducción, el concepto de rendimientos netos del trabajo que debe ser inferior a 19.747,50 euros no incluye el importe de otros gastos distintos de los anteriores contemplados en la letra f ) del art. 19.2 que sean deducibles. Aunque luego la reducción se aplique a los rendimientos netos del trabajo minorados en dichos gastos.

			Ejemplo

			Imaginemos los siguientes datos para un trabajador asalariado:

			
				
					
					
				
				
					
							
							— Salario bruto:

						
							
							21.000 euros anuales

						
					

					
							
							— Cotizaciones a la SS del trabajador:

						
							
							1.470 euros anuales

						
					

					
							
							— Cuota sindical:

						
							
							 300,00 euros anuales

						
					

					
							
							— Cuota colegio profesional:

						
							
							 54 euros/mes

						
					

					
							
							
					

				
			

			Calcular el rendimiento neto reducido del trabajo.

			
				
					
					
				
				
					
							
							1.º Rendimiento íntegro:

						
							
							21.000 euros

						
					

					
							
							2.º Gastos deducibles:

						
							
							–1.470 euros

						
					

					
							
							
							 –300,00 euros

						
					

					
							
							
							 –500,00 euros (límite máximo para cuotas colegiales)

						
					

					
							
							
							18.730 euros

						
					

					
							
							
							–2.000,00 euros (otros gastos)

						
					

					
							
							3.º Rendimiento neto:

						
							
							16.730 euros

						
					

					
							
							4.º Reducción por obtención de rendimientos del trabajo:

						
							
					

				
			

			Tomamos como referencia un RN de 18.730 euros, por lo que nos situamos en el tercer supuesto de la reducción que se refiere a rendimientos netos comprendidos entre los 17.673,52 euros y los 19.747,50 euros.

			Importe de la reducción → 2.364,34 – [(18.730 – 17.673,52) × 1,14] = 1.159,95 euros

			5.º Rendimiento neto reducido → 16.730 – 1.159,95 euros = 15.570,05 euros.

			Como consecuencia de la aplicación de esta reducción el saldo resultante no podrá ser negativo.

			El rendimiento neto reducido del trabajo obtenido tras la aplicación de las reglas explicadas, se integrará en la Base Imponible General del impuesto.

			
5. INDIVIDUALIZACIÓN DE LOS RENDIMIENTOS DEL TRABAJO


			Cuando hablamos de individualización de rendimientos o rentas lo que se pretende es imputar estas a un contribuyente concreto, resolviendo fundamentalmente las dudas que pueden presentarse en el seno de los matrimonios en régimen de gananciales. El artículo 11 de la Ley del Impuesto se ocupa de establecer las reglas de individualización correspondiente en función del tipo de componente de renta de que se trate.

			Según el apartado dos de dicho precepto, los rendimientos del trabajo se atribuirán exclusivamente a quien haya generado el derecho a su percepción (aunque sean rentas civilmente gananciales a efectos fiscales se imputan en su totalidad al cónyuge que percibe la renta por su trabajo).

			No obstante, las distintas prestaciones percibidas de los sistemas de previsión social que se califiquen como rendimientos del trabajo se atribuirán a las personas físicas en cuyo favor estén reconocidas.

			
6. IMPUTACIÓN TEMPORAL DE LOS RENDIMIENTOS DEL TRABAJO


			En este apartado, vamos a ocuparnos de ver en qué período impositivo deben declararse los rendimientos del trabajo obtenidos por un contribuyente. Como regla general, la Ley del Impuesto establece el principio de devengo o de exigibilidad para los rendimientos del trabajo, que se imputarán al período impositivo en que sean exigibles por su perceptor [art. 14.1.a) LIRPF], con independencia de que se hayan percibido efectivamente o no (lo que respondería a un principio de caja que no es el establecido por nuestro legislador).

			Ahora bien, si por circunstancias justificadas no imputables al contribuyente, los rendimientos derivados del trabajo se percibieran en períodos impositivos distintos a aquellos en que fueron exigibles, podrán declararse en los plazos correspondientes al ejercicio en que se perciben pero imputándolos a aquel en que eran exigibles mediante la correspondiente autoliquidación complementaria, sin sanción ni intereses de demora ni recargo alguno. Es decir, los rendimientos deberán incluirse en la autoliquidación del impuesto correspondiente al ejercicio en que los mismos hubieran sido exigibles, que lo habitual será que ya hubiera sido presentada, por lo que dichos rendimientos se incluirán en una autoliquidación complementaria de aquella, que deberá presentarse en el plazo de presentación de la autoliquidación del impuesto correspondiente al ejercicio en que se hubieran percibido efectivamente los rendimientos.

			Por otro lado, se establece una regla especial para aquellos rendimientos del trabajo que no se hayan percibido porque se encuentre pendiente de resolución judicial la determinación del derecho a su percepción o su cuantía, en tales casos dichos rendimientos se entenderán exigibles en el período impositivo en que aquella adquiera firmeza [art. 14.2.a) LIRPF] y por tanto, conforme al principio de devengo serán imputables a dicho ejercicio.

			
VII. RENDIMIENTOS DEL CAPITAL

			De acuerdo con el art. 21.1 de la LIRPF, tienen la consideración de rendimientos íntegros del capital «la totalidad de las utilidades o contraprestaciones, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, dinerarias o en especie, que provengan, directa o indirectamente, de elementos patrimoniales, bienes o derechos, cuya titularidad corresponda al contribuyente y no se hallen afectos a actividades económicas realizadas por este».

			Los bienes afectos a una actividad económica no son susceptibles de generar rendimientos del capital, sino que contribuirán a la obtención de rendimientos de actividades económicas, y los gastos vinculados a dichos bienes serán deducibles de los rendimientos de la actividad.

			El precepto indicado especifica además que las rentas obtenidas por la transmisión de la titularidad de los elementos patrimoniales, aun cuando exista un pacto de reserva de dominio, tributarán como ganancias o pérdidas patrimoniales, salvo que expresamente se califiquen como rendimientos del capital.

			En función de la naturaleza del elemento patrimonial del que procedan, la Ley del Impuesto clasifica los rendimientos del capital en:

			a) Rendimientos del capital inmobiliario, que incluye los provenientes de bienes inmuebles, tanto rústicos como urbanos, o de derechos reales que recaigan sobre los mismos que no se hallen afectos a actividades económicas realizadas por el contribuyente.

			b) Rendimientos del capital mobiliario, que incluye los que provengan de los restantes bienes y derechos de los que sea titular el contribuyente y no se encuentren afectos a actividades económicas realizadas por este.

			
1. RENDIMIENTOS DEL CAPITAL INMOBILIARIO


			Tienen la consideración de rendimientos íntegros de capital inmobiliario los que se deriven del arrendamiento o de la constitución o cesión de derechos o facultades de uso o disfrute sobre bienes inmuebles rústicos y urbanos o de derechos reales que recaigan sobre ellos, cuya titularidad corresponda al contribuyente y no se hallen afectos a actividades económicas realizadas por el mismo (art. 22.1 LIRPF).

			La titularidad de bienes inmuebles cuyo uso no se encuentre cedido a terceros, sino que se trate de inmuebles que se encuentren a disposición del contribuyente, siempre que no estén afectos a actividades económicas desarrolladas por el mismo, no genera rendimientos de capital inmobiliario, sino que da lugar a la aplicación del régimen especial de imputación de rentas inmobiliarias que explicaremos más adelante.

			1.1. El arrendamiento de inmuebles como rendimiento de capital inmobiliario


			Los rendimientos derivados del arrendamiento de bienes inmuebles, como regla general, tienen la consideración de rendimientos del capital inmobiliario, salvo que el arrendamiento se realice como actividad económica.

			A estos efectos, se entiende que el arrendamiento de bienes inmuebles se realiza como actividad económica en dos supuestos:

			— Cuando se utilice, al menos, una persona empleada con contrato laboral y a jornada completa (art. 27.2 LIRPF).

			— Cuando se trate de arrendamiento de vivienda con fines turísticos y, junto con la cesión del uso de la vivienda se presten servicios propios de la industria hotelera tales como servicios periódicos de limpieza, de cambio de ropa, de restauración, de ocio u otros de naturaleza análoga.

			1.2. Rendimientos íntegros del capital inmobiliario


			Constituyen rendimientos íntegros del capital inmobiliario las cantidades que por todos los conceptos deba satisfacer el arrendatario de tales inmuebles al propietario o usufructuario de los mismos. Es decir, se incluyen como rendimientos íntegros no solo el precio pactado del alquiler, sino también, la comunidad, el IBI, los suministros o cualquier otro concepto cuando el propietario repercuta dichos gastos al arrendatario y así se hubiera acordado en el contrato (art. 22.2 LIRPF).

			Las prestaciones de bienes o derechos susceptibles de generar rendimientos del capital inmobiliario se presumen retribuidas, salvo prueba en contrario, y la valoración de dichos rendimientos se efectuará por el valor normal en el mercado de los mismos, entendiéndose por valor normal en el mercado la contraprestación que se acordaría entre sujetos independientes.

			Igualmente, en caso que la cesión del uso del inmueble se realice por un contribuyente del IRPF a una sociedad vinculada en el sentido del artículo 18 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades (en adelante, LIS), el rendimiento que deba declararse deberá valorarse a valor normal de mercado.

			1.3. Rendimiento neto del capital inmobiliario


			Para la determinación del rendimiento neto del capital inmobiliario, pueden deducirse de los rendimientos íntegros todos los gastos necesarios para su obtención, así como las cantidades destinadas a la amortización del inmueble y de los demás bienes cedidos con el mismo, siempre que respondan a su depreciación efectiva (arts. 23 LIRPF y 13 RIRPF).

			La Ley del Impuesto diferencia dos tipos de gasto. Por un lado, gastos que pueden deducirse con el límite de los rendimientos íntegros del período; por otro, gastos que pueden deducirse sin ningún tipo de límite, lo que hace posible que el rendimiento neto de capital inmobiliario tenga un resultado negativo.

			1. Gastos con el límite de los rendimientos íntegros del período [art. 23.1.a).1.º LIRPF]:

			a) Intereses y otros gastos de financiación. Cuando para la adquisición del bien o la realización de mejoras en el mismo, el propietario hubiera utilizado financiación ajena, serán gasto deducible el importe de los intereses y demás gastos de financiación, pero nunca el principal del préstamo.

			b) Gastos de conservación y reparación. Son deducibles los gastos de conservación y reparación de los bienes productores de los rendimientos. A estos efectos, tienen esta consideración [art. 13.a) RIRPF]:

			— Los efectuados regularmente con la finalidad de mantener el uso normal de los bienes materiales, como el pintado, revoco o arreglo de instalaciones.

			— Los de sustitución de elementos, como instalaciones de calefacción, ascensor, puertas de seguridad u otros. Si los elementos no se sustituyen, sino que se incorporan al inmueble por primera vez, no son deducibles (solo se podrán deducir por vía de la amortización, ya que se consideran una mejora y no una reparación).

			No son deducibles por este concepto las cantidades destinadas a la ampliación o mejora de los bienes, al constituir las mismas un mayor valor de adquisición. En este caso, dichos gastos serán deducibles a través de la amortización de los mismos.

			Como hemos advertido, el importe total máximo a deducir por los intereses y demás gastos de financiación y por los gastos de conservación y reparación no podrá exceder, para cada inmueble, de la cuantía de los rendimientos íntegros obtenidos. El exceso se podrá deducir en los cuatro años siguientes, de forma que los importes pendientes de deducir de años anteriores tendrán prioridad a los del año en curso.

			2. Otros gastos necesarios para la obtención de los rendimientos sin límite de aplicación:

			Una vez deducidos los gastos anteriores con el límite indicado, se podrán deducir todos los restantes gastos que sean necesarios para la obtención de los rendimientos, siempre y cuando el contribuyente los hubiera satisfecho efectivamente. El artículo 13 del RIRPF enumera los siguientes a título de ejemplo:

			a) Los tributos y recargos no estatales, así como las tasas y recargos estatales, como por ejemplo, el IBI, las tasas por limpieza, recogida de basuras, alumbrado, etc., siempre que incidan sobre los rendimientos computados o sobre los bienes o derechos productores de los mismos y no tengan carácter sancionador.

			b) Los saldos de dudoso cobro, siempre que se de alguna de las siguientes circunstancias:

			— Que el deudor se halle en situación de concurso.

			— Cuando entre el momento de la primera gestión de cobro realizada por el contribuyente y el de la finalización del período impositivo hubiese transcurrido más de seis meses.

			Cuando un saldo dudoso fuese cobrado posteriormente a su deducción, se computará como ingreso en el ejercicio en que se produzca dicho cobro.

			c) Primas de contratos de seguro, bien sea de responsabilidad civil, hogar, incendio, robo, rotura de cristales u otros de naturaleza análoga.

			d) Cantidades devengadas por terceros en contraprestación directa o indirecta o como consecuencia de servicios personales, tales como los de administración, vigilancia, portería, cuidado de jardines, etc.

			e) Los ocasionados por la formalización del contrato de arrendamiento, subarriendo, cesión o constitución del derecho y los de defensa de carácter jurídico relativo a los bienes, derechos o rendimientos.

			f ) Las cantidades destinadas a servicios o suministros.

			g) Cantidades destinadas a la amortización del inmueble (art. 14 RIRPF). Tienen la consideración de gasto deducible las cantidades destinadas a la amortización del inmueble, siempre que respondan a su depreciación efectiva. Se considera que las amortizaciones cumplen el requisito de efectividad cuando no excedan del resultado de aplicar el porcentaje del 3 por 100 sobre el mayor de los siguientes valores:

			— Coste de adquisición satisfecho, incluidos los gastos y tributos inherentes a la adquisición (notaría, registro, IVA no deducible, Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, gastos de agencia, etc.) sin incluir en el cómputo el valor del suelo.

			— El valor catastral, excluido el valor del suelo.

			Cuando no se conozca el valor del suelo, este se calculará prorrateando el coste de adquisición satisfecho entre los valores catastrales del suelo y de la construcción de cada año reflejado en el correspondiente recibo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI).

			Ejemplo

			Imaginemos un inmueble cuyo coste de adquisición, gastos e impuestos incluidos, asciende a 275.000 euros, con un valor catastral total de 110.000 euros, que se desglosa en 65.000 euros de valor catastral de la construcción y 45.000 euros de valor catastral correspondiente al suelo. ¿Cuál es el importe de la cuta de amortización deducible?
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